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EXPEDIENTE ARBITRAJE Nº  AR – 05/2013
MODALIDAD: DERECHO
DEMANDANTE.- XXXXX
DEMANDADA.- XXXXXX
LAUDO 04 / 2015
En Cuenca, a diez de septiembre de dos mil quince.

Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº XXX del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en la Dirección General de Trabajo, Formación y Seguridad Laboral, en la localidad de Toledo, Avenida de Irlanda, número 14, provisto con D.N.I. nº XXXXX, nombrado Árbitro Único en el expediente número  AR – 05/2013, en virtud de Resolución de de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en DERECHO las cuestiones que me han sido planteadas por las mismas, exponiendo a continuación los siguientes 
ANTECEDENTES

I.-  PRETENSIONES DE LA MERCANTIL PROSPER GALIANO S.A. ACTUANDO EN SU CONDICIÓN DE SOCIA ANTE LA ENTIDAD NTRA. SRA DE LA CABEZA, SOCIEDAD COOPERATIVA DE CASTILLA-LA MANCHA.

DON XXXXX con D.N.I. nº XXXXX, que actúa en representación de la mercantil XXXXX estando legitimada activamente en este procedimiento dicha sociedad, dada su condición de socia de la cooperativa agroalimentaria XXXXX, en su escrito inicial de fecha 27 de junio de 2013 de solicitud de arbitraje en la modalidad de Derecho, que dio lugar al presente expediente arbitral, en el que se plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:

PRIMERO.-  En su escrito de fecha 27 de junio de 2013, la parte actora señala que la causa última de iniciar el presente arbitraje se fundamenta en su solicitud de baja voluntaria de fecha 04 de noviembre de 2010. Respecto de la misma, el Consejo Rector no habría resuelto en sentido alguno, lo que habría obligado a la socia a interponer escritos de fecha 08 de marzo de 2011 y de fecha 19 de junio de 2012, solicitando la calificación de la baja como justificada y la consiguiente liquidación y reembolso de las aportaciones sociales.

Con posterioridad, el Consejo Rector en su escrito de fecha 10 de septiembre de 2012, procede a realizar la liquidación, resultando un saldo a favor de la socia de 32.844,19 euros. Dicho acuerdo fue objeto de impugnación por la demandante, que fue desestimado en la Asamblea General celebrada el día 08 de junio de 2013, habiendo sido notificado dicho acuerdo en fecha 18 de junio de 2013.

SEGUNDO.-  Alega de inicio la actora el incumplimiento de los requisitos formales en la celebración de la Asamblea que decidió sobre el recurso interpuesto por aquélla, en concreto sobre el listado de asistentes en primer lugar, posteriormente sobre la aprobación del acta de la Asamblea, y para finalizar sobre el incumplimiento de los requisitos de publicidad en cuanto a la convocatoria de la misma.
TERCERO.-  La socia plantea sobre el fondo de la liquidación practicada por la Cooperativa su disconformidad con la deducción de 70.689,96 euros que se efectúa en concepto de "deudas y obligaciones pendientes de pago", al considerar que no le puede ser de aplicación el artículo 82 de la Ley 11/2010, de 04 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha (LCoop), dado que en el momento de solicitar la baja regia la derogada Ley 20/2002, de 14 de noviembre, que no contemplaba esas deducciones, a más, señala la demandante que para la efectiva aplicación del referido precepto exigiría la previa adaptación estatutaria, que a dicha fecha lógicamente no se podría haber producido.
CUARTO.-   De igual manera, la oposición de la demandante se fundamenta en el hecho de que, según ésta, con la regulación existente en los Estatutos Sociales en particular en su artículo 56 a la fecha de solicitud de baja - que sería la transcripción del artículo 61 de la Ley 20/2002 -, no se contempla la práctica de dicha deducción.

A igual conclusión se llegaría en base, a juicio de la demandante, al artículo 51 de la Ley 27/1999 de Cooperativas, y que sólo se podrían haber exigido dichas deducciones si se hubiera incumplido por la socia el período de permanencia fijado en la norma estatutaria, hecho que no ha ocurrido, ni tampoco existiría un acuerdo de la Asamblea que hubiera permitido las mismas.
QUINTO.-  Se plantea por  la actora la distinción acerca de los conceptos a emplear entre las "deudas de los socios con la Cooperativa" y las "deudas de la Cooperativa", señalando que la posibilidad de deducir al socio que abandona la entidad las deudas de la Cooperativa conllevaría un situación de injusticia y, en su caso, el enriquecimiento flagrante de la demandada y del resto de los socios que permanecen en ella.
SEXTO.-   Tampoco comparte el representante de XXXXXlos conceptos de cálculo respecto de la actividad cooperativizada, en particular la cosecha media de la entidad y la del socio, así como cuando habla del cupo medio del socio poniéndolo en relación con el del resto de socios.

Hace referencia la actora al hecho de que en la liquidación se le atribuye un 14,80 % a efectos de deducción, cifra que no sería coincidente con la aportación de producto a la Cooperativa. También se destaca la inexistencia de una previsión normativa que detalle las operaciones matemáticas para llegar a obtener la cuantía de la deducción a practicar. De manera resumida, por la demandante se señala que no se han justificado ni los conceptos ni tampoco la metodología que motiven las deducciones realizadas en la liquidación a esta socia.

SÉPTIMO.-   La demandante expone en su escrito que se ha incumplido el plazo para aprobar las cuentas anuales correspondientes a la liquidación objeto del presente procedimiento, por cuanto las mismas debieron haberse aprobado como plazo máximo en fecha 28 de febrero de 2012, dado que el cierre del ejercicio social finaliza el día 31 de agosto de cada año, y sin embargo la Asamblea tuvo lugar el 12 de junio de 2012, incumpliendo el plazo de tres meses fijado para realizar la liquidación y reembolso.
OCTAVO.-  En base a lo anterior, concluye la socia demandante solicitando la declaración de nulidad de la Asamblea General de 8 de junio de 2012 por infracción de las normas establecidas para su convocatoria, constitución, funcionamiento, y aprobación del acta, y por ello en consecuencia la nulidad del acuerdo desestimatorio del recurso interpuesto contra la liquidación por la actora. 

Subsidiariamente, que se declare nulo o anulable el concreto acuerdo de la Asamblea General de fecha 16 de junio de 2012 por el que se confirmó el acuerdo del Consejo Rector de fecha 10 de septiembre de 2012 sobre liquidación y reembolso de las aportaciones sociales, y en  base a dicha resolución, que se declare el derecho de la demandante al percibo de la totalidad de sus aportaciones sociales, sin deducción alguna, que constan a fecha 31 de agosto de 2011, en la forma y plazos previstos en los Estatutos de la Cooperativa
II.- CONTESTACIÓN DE LA COOPERATIVA AGROALIMENTARIA XXXXXX, SOCIEDAD COOPERATIVA DE CASTILLA-LA MANCHA
Por otra parte, la  Cooperativa agroalimentaria XXXXX, con domicilio social en la localidad de XXXX, provincia de Cuenca, en calle XXX, número X, provista de C.I.F. nº F-XXXXX  y actuando en calidad de representante ante este procedimiento, debidamente apoderado por la entidad el letrado del I.C.A. de Cuenca, Don XXXXXX, colegiado nº xxx, siendo prestado aquel por el representante legal de la entidad  Don, con DNI nº XXX, que se opuso a las pretensiones de la socia ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y posterior de contestación a las alegaciones, de fecha 06 de septiembre de 2013, en el que planteó de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.

PRIMERO.-   Ante los pedimentos del escrito de demanda, la Cooperativa admite como ciertas tanto la solicitud de baja como las causas alegadas, por lo que no discute el carácter de JUSTIFICADA de la baja voluntaria solicitada por la demandante.

Sin embargo, rechaza la necesidad de los nuevos escritos que se interponen, por ser aún socio a fecha del primero y por no incumplirse precepto alguno en el segundo escrito.

SEGUNDO.- Respecto a la fecha de la Asamblea General en la que se aprobaron las cuentas correspondientes al ejercicio 2010/2011, que se sitúa en fecha 16 de junio de 2012 - aunque en la convocatoria que se aporta aparece el día 08 de junio de 2012 (documento nº 1 de la contestación) -, se justifica su retraso al superar el plazo máximo de seis meses tras el cierre del ejercicio en el hecho de que la empresa auditora no había concluido su trabajo.

De esta manera, según la Cooperativa, el plazo de tres meses a contar desde la aprobación de las Cuentas anuales si se habría respetado respecto a la celebración de la Asamblea.

TERCERO.-  Como consecuencia de la liquidación de las aportaciones sociales practicada, el recurso interpuesto por la entidad socia se conoció en la Asamblea celebrada el día 08 de junio de 2013, habiendo sido debidamente notificado de su convocatoria y contenido a la demandante.

No habiendo asistido a la misma, se adoptó el acuerdo de ratificar la liquidación realizada en votación secreta con la unanimidad de todos los socios presentes.
CUARTO.-   Señala la representación de la Cooperativa que la actora no ha concretado perfectamente el objeto del arbitraje y que ha realizado en el suplico de su demanda pedimentos que no tendrían concordancia con lo expuesto en los hechos.

Entiende la Cooperativa que el verdadero objeto de la controversia es el acuerdo del Consejo Rector liquidando las aportaciones de la actora (10/09/2012) y la desestimación del recurso  por la Asamblea (08/06/2013).

QUINTO.-  Se rechaza de plano la existencia de defectos formales respecto de la convocatoria y celebración de la Asamblea General como impugna, dado que habría asistido el quorum establecido en segunda convocatoria y en cuanto al acta se habrían respetado las exigencias del artículo 52.3 de la Ley 11/2010.

SEXTO.-   La Cooperativa considera que existiendo un acuerdo del Consejo Rector por el que se llevaba a cabo la liquidación de fecha 10 de septiembre de 2012, la norma legal aplicable a dicho acuerdo es la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre, cuya entrada en vigor se produjo el día 16 de enero de 2011, junto con una aplicación estricta de lo establecido en los Estatutos Sociales de la entidad, en particular los artículos 10.5 y 56 de la norma societaria.

De forma literal señala la demandada que "hay que separar dos actos absolutamente diferentes y diferenciados en el tiempo en el desarrollo de la relación socio-cooperativa: uno, la calificación y determinación de los efectos de la baja que se realiza tras la solicitud de baja en el plazo concedido, y otro, el acto de aprobación de la liquidación de aportaciones a capital social ..."; de esta manera, la liquidación es un acto con individualidad propia y que se regiría por la norma vigente a la fecha de su realización.

SÉPTIMO.- A efectos de la liquidación practicada, la demandada establece que ha sujetado ésta a lo establecido en el artículo 57 de los Estatutos Sociales, el artículo 61 de la derogada Ley 20/2002, de Cooperativas y el artículo 82 de la vigente Ley 11/2010, aplicando a aquélla únicamente las obligaciones pendientes de pago, dado que no existen pérdidas de la Cooperativa, no tiene pendiente sanción alguna y que la baja solicitada es calificada como justificada.


Cuantifica las deudas derivadas de inversiones pendientes de pago por la Cooperativa en la cantidad de 477.571,70 euros a 31 de agosto de 2011, que se habrían generado mientras ostentaba la socia dicha cualidad, y la no imputación de las mismas al socio que causa baja se considera injusto y discriminatorio para los socios que permanecen en la Cooperativa.

Reitera en su alegación como fundamento jurídico que justificaría estas deducciones los siguientes preceptos: el artículo 111.5 de la Ley 20/2002; los artículos 10.5 y 56 de los Estatutos; y finalmente, los artículos 7.4, 28.2, 82.2 y 130, todos ellos pertenecientes a la vigente Ley 11/2010.


Señala también la demandada, que frente a lo expuesto por la entidad socia, no se ha infringido el principio de igualdad, dado que a socios que han solicitado la baja con anterioridad a ella se le han aplicado idénticos descuentos y deducciones.
OCTAVO.-   Respecto a la determinación de la actividad cooperativizada para aplicar las deducciones, la Cooperativa destaca el hecho de utilizar dos magnitudes distintas y obteniendo una media para que no se viera perjudicado la socia en su imputación, amparándose según la demandada en que ni en los Estatutos ni en la Ley de Cooperativas se define el concepto de esa concreta actividad y frente a lo recogido en su escrito de demanda, se ratifica en el empleo generalizado del denominado "cupo medio del socio" como un criterio de cálculo conocido por la entidad socia.

NOVENO.-  Se rechaza por la Cooperativa la exigencia de la demandante de que la fecha de pago y del inicio del cómputo de intereses sea el día 31 de agosto de 2011, fecha de efectos de la baja, dado que es imposible conocer el importe definitivo de la liquidación a realizar, ya que se encuentra condicionada a la aprobación de las Cuentas anuales correspondientes al ejercicio en el que causa baja el socio.
DÉCIMO.-  Para concluir, la demandada solicitó de este Árbitro que se declarara la desestimación íntegra de la solicitud de arbitraje que de contrario se había interpuesto.
III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS

Se celebró la vista preliminar de manera simultánea con la vista definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 16 de junio de 2015, habiendo sido así acordado por el Árbitro – y no habiéndose opuesto las partes en el procedimiento -,  al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006)  – en adelante se designa en este Laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.

Dicha unificación de fases se fundamenta en la aplicación de lo previsto en el artículo 4 del Reglamento, que establece como principios rectores del procedimiento arbitral los de economía procesal, agilidad, igualdad entre las partes y gratuidad, dando así contenido efectivo al arbitraje como medio para la resolución extrajudicial de conflictos
Tanto la citada vista preliminar como la vista definitiva se celebraron en la sede de los Servicios Periféricos de la entonces denominada Consejería de Empleo y Economía de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha en la localidad de Cuenca, sitos en el Parque San Julián, número 14, de la ciudad de Cuenca, para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de Derecho de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.

Tuvo lugar dicho acto con la presencia del representante del solicitante en el presente procedimiento, DON XXXXXX acompañado de su letrado D. XXXXX, colegiado nº XXX del ICA de Albacete; así como de la parte demandada, la Cooperativa agroalimentaria XXXXXX,  representada en este acto por el letrado XXXXXX, con DNI nº XXX, habiendo sido apoderado apud acta ante el Jefe de Servicio de Trabajo, D. XXXXX, con carácter previo a la vista dada la enfermedad del letrado actuante en representación de la Cooperativa.
Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. A continuación, se dio traslado a la entidad XXXXX, la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado.
Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante solicitó que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquel y que constan en el expediente, incorporando en dicho momento al procedimiento copia de cinco resoluciones arbitrales y judiciales en defensa de sus argumentos, en concreto la SAP Cuenca de 31 de marzo de 2015, Sentencias nº 244 de 3 de mayo de 2013 y la nº 599 de 21 de julio de 2014, ambas del Juzgado de lo Mercantil de Albacete, así como el Laudo 4/2014 dictado por este mismo órgano arbitral y otro dictado por Árbitro distinto, el cual finalizó el procedimiento arbitral AR-51/2012; junto con las pólizas de préstamo de la Cooperativa, y a más, solicito que se requiriera a la Cooperativa diversa documentación y actas en número de ocho, siendo admitidas únicamente en este caso por este órgano arbitral las siguientes:
· Balance de situación, cuenta de pérdidas y ganancias del ejercicio 2010/2011.
· El importe total de la actividad cooperativizada realizada en su totalidad por los socios en las campañas 2010/2011, 2009/2010, 2008/2009, 2007/2008 y 2006/2007. Junto con la anterior, que se aportara la actividad cooperativizada del demandante en dichos ejercicios.

De contrario, la representación de la cooperativa XXXXXXsolicitó de éste órgano igualmente que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados ya por esta Cooperativa, renunciado al interrogatorio del actor solicitado en el escrito de contestación.
Habiéndose admitido por este Árbitro la totalidad de medios de prueba ya citados, se dio entonces por concluida esta vista preliminar, para a continuación decretarse con carácter inmediato la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.
IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Finalizada la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron sus conclusiones provisionales, ratificando las ya incorporadas en sus respectivos escritos de demanda y de contestación.

Con posterioridad, y a la vista de los medios de prueba que este órgano había solicitado como diligencia final, por cuanto se alegó por la Cooperativa que la prueba requerida por el socio debía dirigirse al Consejo Rector para su informe en los archivos, la misma se remitió en fecha 17 de julio de 2015 con los certificados requeridos tanto sobre las cantidades de uva entregadas como sobre el cupo o participación del socio en la Cooperativa, describiendo el método de cálculo empleado.

A la vista de los antecedentes expuestos y dado que se trata de un arbitraje de Derecho, se exige motivación jurídica en su resolución; por ello el Árbitro que suscribe considera de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuía el artículo 144 de la ya derogada Ley 20/2002, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, y que reproduce en iguales términos el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre.


Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional prevista en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, estableciéndose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la disposición adicional única del Decreto 72/2006.

SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
La entidad demandante solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 27 de junio de 2013, petición que se fundamenta en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la disposición final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera, la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado en dicha modalidad.
Debemos señalar en este punto que la elección de la modalidad de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Reglamento, requiriendo para éste previo acuerdo expreso de las partes: “El arbitraje establecido en este Decreto será de equidad, a menos que ambas partes contendientes acuerden expresamente que el arbitraje sea de derecho. “, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para el de Derecho en la normativa estatal, en concreto en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre. 
La potestad de elección reside en el solicitante, de manera expresa reconocida en el artículo 17.1, letra d) del Reglamento, que entre los contenidos mínimos a integrar una solicitud de arbitraje establece que: “d) La petición expresa de sometimiento de la cuestión litigiosa a arbitraje, con indicación de si se trata de arbitraje de equidad o de derecho.”; de esta forma corresponde la elección de la modalidad a la parte promotora del arbitraje
TERCERO.-  Sobre la norma aplicable a la solicitud de baja y a su liquidación y reembolso
Cuestión básica y que con carácter prioritario debe resolverse por este Árbitro es la norma legal cuyos preceptos se deben aplicar a la baja solicitada por la entidad socia y establecer los efectos que se pueden derivar dependiendo de la norma legal pueden suponer sobre la liquidación de aquel socio que cesa en su actividad con la Cooperativa.

Tal como ha señalado en la vista la actora, ya se ha pronunciado este mismo Árbitro sobre esta concreta materia en el Laudo 04/2014, y en aplicación de la equidad, no puede justificarse discriminación alguna entre los distintos sujetos que se someten a estos procedimientos arbitrales, se procede a reproducir en su literalidad, partiendo de inicio respecto de que la norma legal tiene una aplicación prioritaria que no admite disposiciones estatutarias que puedan ir  contra legem  contradiciéndola:


"El desarrollo del artículo 14.1 de la norma autonómica sobre los Estatutos Sociales, 
como norma interna que regula la actividad y relaciones internas dentro de una 
cooperativa, es una disposición cuya amplitud viene condicionada por el articulado de la 
norma legal reguladora, es decir, no puede caber en modo alguno en la aplicación y/o 
interpretación de una norma estatutaria una conclusión contra legem.


El ya señalado en este Laudo, segundo párrafo de la disposición transitoria Primera de la 
Ley 11/2010, confirma la prohibición de un posible resultado contra legem cuando 
señala que: 


< El contenido de los estatutos de las cooperativas existentes a la entrada en vigor de la 
presente Ley no podrá ser aplicado en contradicción con lo dispuesto en la misma y se 
entenderá modificado y completado por cuantas normas imperativas o prohibitivas se 
contienen en esta Ley, sin perjuicio de lo previsto en la disposición siguiente.>"

Si bien es perfectamente ajustado a Derecho el argumento de la Cooperativa, según el cual existen dos procedimientos distintos que traen un nexo causal común en una misma situación de cese de actividad como tal socio - una situación de baja sujeta a inicial calificación por el órgano de administración, para realizar una posterior liquidación y reembolso de las aportaciones sociales tras la aprobación de las Cuentas anuales -, lo que no admite tampoco duda alguna, es que la norma que va regular esa pluralidad procedimental va a ser la misma, y la fecha para fijar como "dies a quo" será la de la solicitud de baja, también respecto a la norma legal aplicable, ya que estamos ante una declaración de voluntad expresa que compromete a aquél que la exterioriza tanto frente a la Cooperativa como frente a terceros:

"Este órgano considera como acertada la argumentación que desde la Cooperativa se 
describe el proceso a seguir tras la solicitud de la baja en una sociedad bajo esta forma 
jurídica, tal es así que se deben distinguir dos procedimientos distintos: uno inicial 
mediante el cual una resolución del órgano de administración procede a la calificación de 
la baja solicitada y determinar los efectos económicos que se deriven o puedan derivar 
por ese mismo acto jurídico de solicitud de baja societaria (p.ej. deducciones por 
tratarse de bajas no justificadas, incumplimiento de compromiso de permanencia, ...); y 
un segundo procedimiento, por el que se practica la efectiva liquidación de las 
participaciones sociales del socio, no trayendo según la Cooperativa esté último causa 
del primero, manteniendo su independencia, dado que exige un previo acto societario 
indispensable como es la previa finalización del ejercicio económico y la aprobación e 
imputación de resultados en Asamblea de las cuentas anuales de éste.


Ahora bien, a juicio de este Árbitro, esa diferenciación no tiene cabida respecto de la 
norma a aplicar a esa misma baja societaria, de forma que rigiendo una norma legal 
cuando se produce la solicitud de baja de un socio, compromete a su vez los requisitos y 
facultades por la que se podrá regir la liquidación subsiguiente por un mínimo de 
coherencia y equidad, aspecto que en este procedimiento no es materia controvertida 
en cuanto a la norma, pero si en cuanto sus efectos."

Si bien el propio artículo 30.1 de la derogada Ley 20/2002 - vigente a fecha de la solicitud de baja del actor en fecha 04 de noviembre de 2010 -, señala la posibilidad de establecer un período de preaviso en los siguientes términos y condiciones: "El socio podrá solicitar la baja por escrito dirigido al Consejo Rector en cualquier momento, con cumplimiento del plazo de preaviso previsto en los Estatutos sociales, que no podrá ser superior a seis meses, salvo para las cooperativas agrarias, que no podrá exceder de un año.; sin embargo, el propio apartado 4º de dicho precepto sólo prevé ante el incumplimiento del citado período que estatutariamente se hubiere establecido la facultad a la Cooperativa de exigir al socio, además de la posible calificación como injustificada (susceptible por ello de las oportunas deducciones en la posterior liquidación), bien el cumplimiento de la actividad cooperativizada o, en su caso, una indemnización por los perjuicios ocasionados a la entidad pero en ninguna forma  la negativa a su concesión,  no dejando lugar a dudas sobre el hecho de que la solicitud de baja es plenamente operativa desde que se notifica ésta, vinculando tanto al socio que la emite como a la Sociedad Cooperativa que es la última destinataria, máxime cuando en la liquidación practicada (documento nº 5 de la demanda) la propia Cooperativa señala bajo el concepto "Fecha de efectos de la baja" el día 02-11-2010, es decir, con plena vigencia de la Ley 20/2002:

"4.- El incumplimiento del plazo del preaviso así como las bajas que se solicitasen 
dentro de período mínimo de permanencia, tendrán la consideración de baja no 
justificada, salvo que el Consejo Rector, atendiendo a las circunstancias del caso, 
acordase motivadamente lo contrario. Todo ello sin perjuicio de que pueda exigirse al 
socio, además, el cumplimiento de las actividades y servicios cooperativos en los 
términos en que venía obligado o, en su caso, la correspondiente indemnización de 
daños y perjuicios.


Los Estatutos podrán determinar los criterios objetivos para cuantificar los daños y 
perjuicios exigibles en el caso de tal incumplimiento."
Esta eficacia de la solicitud de baja, desde su notificación fehaciente a la Cooperativa, es aun más evidente en la regulación que se hace de esta materia en la actual Ley 11/2010 en su artículo 28.1, si atendemos a los argumentos de la demandada en favor de dicha norma legal:

"El socio podrá solicitar voluntariamente su baja en cualquier momento mediante escrito 
dirigido al órgano de administración, y observando el plazo de preaviso previsto en los 
estatutos sociales, que no podrá ser superior a seis meses, salvo en el caso de las 
cooperativas agrarias, en que podrá llegar hasta un año.


A todos los efectos, la solicitud de baja se considerará realizada desde el momento en 
que fuese recibida por la cooperativa, prueba que recae sobre la persona solicitante."
Por todo lo expuesto, ha quedado perfectamente acreditado que la fecha de entrega de la solicitud de baja, aspecto por otra parte pacíficamente admitido por la Cooperativa, se produjo el día 04 de noviembre de 2010, por lo que la norma legal aplicable a todos los distintos procedimientos y resoluciones dimanantes de la solicitud de baja debe ser la derogada Ley 20/2002, de de 14 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, norma vigente hasta el 16 de enero de 2011.
CUARTO.-  Sobre la calificación de la baja de la actora


A la vista de la documentación aportada, y del argumentario de la Cooperativa en su escrito de oposición, es indubitado el carácter de JUSTIFICADA de la baja solicitada por la socia, por otra parte reconocida expresamente en la liquidación practicada en fecha 11 de septiembre de 2012 (documento nº 5 de la demanda).

QUINTO.- Sobre la liquidación practicada a la entidad socia demandante
Este órgano arbitral, a la vista de la liquidación practicada a la entidad demandante, que pasamos a reproducir, parte de una cifra bajo el concepto de "aportaciones obligatorias" que no es objeto de controversia de 103.534,15 euros (aunque se señala que aún estaría pendiente de desembolso otros 20.365,02 euros en ese mismo concepto), a la que no se aplican pérdidas deducibles.

Sin embargo, bajo el epígrafe "Deudas y obligaciones pendientes de pago" se deduce la cantidad de 70.689,96 euros a la actora, resultando así un saldo a favor de la demandante de TREINTA Y DOS MIL OCHOCIENTOS CUARENTA Y CUATRO EUROS CON DIECINUEVE CÉNTIMOS DE EURO (32.844,19 €).


La citada deducción se basa según las certificaciones aportadas por la Cooperativa en fecha 17 de julio de 2015, en que en las Cuentas anuales auditadas correspondientes al ejercicio 2010/2011, figura en el pasivo bajo el concepto "deudas a largo plazo con entidades de crédito" por un importe de 477.571,70 euros, que tendría su origen en la financiación de la ampliación de la bodega. Continua dicha certificación, a petición de este órgano arbitral, señalando que sobre las campañas de los ejercicios 2006, 2007, 2008, 2009 y 2010 se aportaron por los socios un total de 27.541.347 kilos de uva (resultando una media de 5.508.269 kg de uva); y dentro de esa cantidad y en ese mismo período temporal, la entidad XXXXXX habría aportado un global de 3.909.087 kilos de uva (con una media así de 781.817 kg de uva). 


A estos  conceptos de cálculo, la Cooperativa incorpora el que denomina "Cupo o participación de socio en la cooperativa", que cuantifica para esos mismos cinco años en 4.244.230 kilos de uva (que se concreta en una media de 848.846 kg de uva), es decir, que según esas cifras, la entidad socia no habría hecho uso en su totalidad del cupo que le correspondía en dichos años.


Las operaciones para obtener la cantidad a deducir seguirían el siguiente procedimiento: aplicando a la deuda de 477.571,70 euros sobre la uva entregada por la socia resultaría una deducción de 67.784,24 euros y si se aplica sobre el cupo obligado, el importe a deducir sería de 73.595,68 euros, la Cooperativa lleva a cabo una media aritmética de ambas cantidades, resultando así la cantidad definitiva de 70.689,96 euros a imputar en la liquidación de XXXXX

Si bien el sistema de cálculo empleado difiere del generalmente aceptado en el sector cooperativo regional y del empleado por este mismo Árbitro en numerosos Laudos en toda la región, por la mezcla de conceptos entre el producto aportado y los cupos asignados o adquiridos, junto con el empleo de las medias aritméticas sobre sus resultados, debe estudiarse de inicio la posibilidad de imputar las deducciones por inversiones pendientes de amortizar en base a los preceptos de la Ley 20/2002, que como ya se dictaminado en este mismo Laudo, es la norma legal de aplicación.


Esta posibilidad de practicar deducciones sobre las aportaciones de los socios a reembolsar, que traen su origen en inversiones que han sido adoptadas por el socio - y frente a las que no ha hecho uso de su facultad de separación de la Cooperativa -, ha sido materia muy controvertida en numerosas resoluciones judiciales y arbitrales, para poner en relación el Primer principio cooperativo, denominado de "puertas abiertas", con el Tercero cuyo contenido expreso es el de “Participación económica de los asociados”, lo que se concreta en que los socios deben contribuir equitativamente al capital de sus cooperativas y que lo gestionan de forma democrática, siendo al menos parte de ese capital propiedad común de la cooperativa, asumiendo también esas obligaciones de forma equitativa. 

Fundamental en esta materia ha sido la Sentencia del Tribunal Supremo nº 48 de 06 de febrero de 2014 (Ponente: XXXXX), que ha establecido respecto de la Ley 20/2002 de Cooperativas de Castilla-La Mancha una interpretación definitiva ante las sentencias contradictorias de las AAPP en esta materia, que por su relevancia pasamos a reproducir en varios de sus fundamentos, así en su FJ Séptimo:

" Los principios que informan el régimen económico de las sociedades cooperativas son 
muy diferentes a los que informan las sociedades de capital.


El capital social tiene en la sociedad cooperativa una función muy diferente a la que 
tiene en la sociedad de capital, de modo que no constituye el criterio básico para atribuir 
a los socios los derechos políticos y económicos en la sociedad, papel que corresponde a 
la actividad cooperativizada. En este sentido, el art. 68.5 de la ley autonómica 
castellano-manchega establece: «El retorno cooperativo es la parte del excedente 
disponible que la Asamblea General acuerde repartir entre los socios, que se acreditará 
a los mismos en proporción a las operaciones, servicios o actividades realizadas por 
cada socio con la cooperativa, sin que en ningún caso pueda acreditarse en función de 
las aportaciones al capital social».


Este papel secundario del capital social en la estructura societaria se observa también 
en el hecho de que el capital social sea variable pues los estatutos han de fijar 
únicamente un capital social mínimo (arts. 14.e, 55.2º y 8º de la ley autonómica), lo 
que se conjuga con el principio de "puerta abierta", por el que el socio puede abandonar 
la cooperativa recuperando sus aportaciones, según el valor acreditado que tengan a 
partir del balance de cierre del ejercicio social en el que se ha originado el derecho al 
reembolso (esto es, el valor inicial con las actualizaciones que hayan podido acordarse, 
art. 59 de la ley autonómica) y con determinadas deducciones, en su caso (art. 61.1 y 
2-a), y con concesión de un plazo de hasta cinco años para hacer efectivo el reembolso 
(art. 61.4 de la ley autonómica) para evitar problemas de descapitalización.


Este principio de "puerta abierta" se ha visto matizado en la normativa estatal por la 
modificación introducida por la disposición adicional 4ª de la Ley 16/2007, de 4 de julio , 
para adaptarla a los estándares internacionales de contabilidad (NIC 32), pero tal 
reforma no afecta al supuesto objeto de este recurso, regido por la ley autonómica 
vigente cuando sucedieron los hechos.


4.- Las leyes de cooperativas, tanto la estatal como las autonómicas, eluden 
conscientemente utilizar el término "participación" para referirse a la contribución del 
socio al capital social de la cooperativa, para evitar que pueda entenderse que es titular 
de una cuota del patrimonio social.


Por ello, el socio cooperativista no tiene derecho a un "valor razonable" de su 
participación en el capital social, consistente en una cuota del patrimonio social de la 
cooperativa, fijada, a falta de acuerdo, por un experto independiente, como ocurre en el 
caso de ejercicio del derecho de separación por el socio de una sociedad de capital ( art. 
353 del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital ). Tiene derecho al 
reembolso de las aportaciones obligatorias y voluntarias según el valor acreditado que 
tengan a partir del balance de cierre del ejercicio social en el que se ha originado el 
derecho al reembolso (art. 61.1 de la ley autonómica). Estas podrán haber sido 
actualizadas respecto de su valor inicial (art. 59.2 de la ley autonómica).


Si existen pérdidas no compensadas, las pérdidas imputadas o imputables al socio, 
reflejadas en el balance de cierre del ejercicio en el que se produzca la baja, ya 
correspondan a dicho ejercicio o provengan de otros anteriores, podrán deducirse del 
valor acreditado de sus aportaciones (art. 61.2.a de la ley autonómica), lo que, junto al 
plazo de hasta cinco años para hacer efectivo el reembolso, impedirá la 
despatrimonialización de la sociedad cooperativa como consecuencia del reembolso de 
las aportaciones a los socios que se dan de baja.


Continua la referida sentencia con un estudio detallado sobre la naturaleza de las aportaciones obligatorias que los socios realizan a la Cooperativa y la fundamentación que justifica y ampara legalmente la posible aplicación de deducciones a aquéllas, así como el empleo de un período de cinco años como módulo temporal para el cálculo de las deducciones:

"Pero respecto de los socios que solicitan la baja en la cooperativa, ha de aplicarse un 
criterio de liquidación, tomando en consideración que el capital que el socio aporta a la 
cooperativa es un capital de riesgo, que puede disminuir o incluso desaparecer como 
consecuencia de la imputación de las pérdidas de la cooperativa, hasta el punto de que 
el importe de la liquidación del reembolso resultara deudor para el socio (art. 61.3 de la 
ley autonómica).


No es razonable que las pérdidas producidas mientras el socio permaneció como tal en 
la cooperativa no se deduzcan de las aportaciones que se le reembolsan por el hecho de 
que se haya hecho uso de la previsión del art. 69.1 de la ley autonómica y dichas 
pérdidas hayan sido imputadas a una cuenta especial para su amortización con cargo a 
futuros resultados positivos, dentro del plazo máximo de diez años. Ello supondría hacer 
cargar con la totalidad de las pérdidas a los socios que permanezcan en la cooperativa, 
pese a haberse producido en un periodo en que quienes se dan de baja participaban en 
la actividad cooperativizada que generó las pérdidas.

4.- Tampoco se comete la infracción de ningún precepto legal por la aplicación de un 
periodo de cinco años para el criterio de la actividad cooperativizada que ha de regir la 
imputación de pérdidas. Los recurrentes reconocen que su pretensión de que el periodo 
que ellos sostienen, de un año, no está previsto en ningún precepto legal, ni tampoco el 
de cinco años prohibido.


La afirmación de que en esta materia lo que no está permitido no está prohibido carece 
de cualquier sustento legal en esta materia. Además, lo mismo podría aplicarse a su 
pretensión de aplicación del periodo de un año."

Ahora bien, dicha resolución judicial en su FJ Undécimo también afronta el estudio de las deducciones que, como en el presente caso, se fundamentan en inversiones realizadas por la Cooperativa y aún pendientes de abono por la sociedad, y que la demandada - al igual que ocurre en la sentencia citada - pretende amparar en el texto del artículo 61 de la Ley 20/2002, pero que la referida sentencia establece que carecen de justificación legal, y por ello, no las admite como un concepto deducible sobre las aportaciones obligatorias de un socio:

"Si lo que se pretende deducir es la deuda pendiente por la financiación de 
determinadas inversiones, como parece desprenderse de la explicación que de esta 
partida dan las partes, y la propia sentencia de primera instancia (cuantía que «resulta 
de las inversiones realizadas por la Cooperativa y pendientes de pago según el último 
balance», se afirma), el art. 61 de la ley autonómica permite deducir las pérdidas no 
compensadas, pero no las cantidades pendientes de pago por la financiación de 
inversiones de la Cooperativa.


Mientras los demandantes fueron socios, la Cooperativa hubo de realizar los pagos 
correspondientes a ese periodo de la financiación de las inversiones. Tales pagos 
determinaron los resultados económicos de la cooperativa en esos ejercicios, que han 
repercutido en los hoy demandantes, por cuanto se les han deducido las pérdidas 
producidas hasta la finalización del ejercicio en que se dieron de baja en la Cooperativa, 
y en la producción de esas pérdidas influyó haber realizado, entre otros, los pagos de las 
cuotas de la financiación de las inversiones. No existe base legal para pretender que, 
además, se les deduzca la parte que queda todavía por abonar de tal financiación, cuyo 
corresponderá a un periodo durante el que los demandantes no podrán disfrutar ya de 
tales inversiones.


6.- Los argumentos dados por la recurrida respecto a que fueron los hoy demandantes 
quienes acordaron realizar las inversiones o que la ley prevé que el incumplimiento 
mínimo de permanencia no exime al socio de responsabilidad frente a terceros o con la 
cooperativa por inversiones realizadas y no amortizadas, no pueden ser tomados en 
consideración, pues parten de una base fáctica diferente a la que se alegó en la 
contestación a la demanda para oponerse a la pretensión ejercitada, y es también 
diferente a la que la Audiencia ha usado para adoptar el pronunciamiento cuestionado.


Por consiguiente, procede estimar este motivo del recurso, puesto que la deducción, en 
la liquidación del reembolso de las aportaciones de los demandantes, de la partida 
correspondiente a las inversiones no amortizadas o pendientes de pago, no está 
justificada legalmente, por lo que no ha sido correctamente aplicada la institución del 
enriquecimiento sin causa en la sentencia recurrida."

De la simple lectura de los fundamentos jurídicos reproducidos, queda expresamente definida la imposibilidad de admitirse como ajustadas a Derecho las deducciones que se pudieran practicar bajo el concepto de inversiones pendientes de pago por la Cooperativa, aunque las mismas se hubieran aprobado por los mismos socios que causan baja de la sociedad, por cuanto que la derogada Ley 20/2002 no daría  amparo legal a dicha deducción. Aspecto éste si contemplado expresamente en la regulación vigente, cuando el artículo 82.2, letra a) de la LCoop establece entre los conceptos a deducir:

"Se deducirán aquellas obligaciones de pago que el socio tenga pendientes con la 
cooperativa derivadas de su participación en la actividad cooperativizada, así como la 
parte proporcional que, de acuerdo a la actividad cooperativizada realizada por el socio, 
le corresponda de las deudas de la sociedad vinculadas a inversiones realizadas y que 
estén pendientes de pago, así como aquellas otras obligaciones por cualquier otro 
concepto."


Como conclusión definitiva, y en concordancia con la ya declarada aplicabilidad en el presente procedimiento de la Ley 20/2002, este Árbitro debe estimar íntegramente la demanda formulada en cuanto a que no se le pueden practicar a la actora deducción alguna fundamentada en inversiones pendientes de pago por la Cooperativa.
SEXTO.-  Sobre la fecha de reembolso de las aportaciones y la fecha de inicio del devengo de intereses
Una vez resuelta la cuestión principal, en cuanto a la cuantía de la liquidación generada a favor de la entidad socia, carece de sentido que se proceda al estudio y debate que ésta formulaba en su demanda respecto de la Asamblea en la que se desestimó el recurso de la actora, su convocatoria y las formalidades del acta, aspectos sobre los este órgano arbitral no va a pronunciarse por su innecesariedad.

Aspecto bien distinto son los plazos de abono y la fecha en la que se inicia el cómputo de intereses previstos legalmente, que según lo previsto en el artículo 61, apartados 4 y 5 de la Ley 20/2002, son los siguientes:

"4. El plazo de reembolso de las aportaciones obligatorias no podrá exceder de cinco 
años a partir de la fecha de efectos de la baja. En caso de fallecimiento del socio, el 
reembolso a los causahabientes deberá realizarse en un plazo no superior a un año 
desde el hecho causante.


5. Las cantidades pendientes de reembolso no serán susceptibles de actualización, pero 
darán derecho a percibir el interés legal del dinero, que deberá abonarse anualmente 
junto con, al menos, una quinta parte de la cantidad a reembolsar."

El propio acuerdo del Consejo Rector, notificado el 11 de septiembre de 2012, por el que se liquidan las aportaciones, y que incorpora la actora en su demanda, señala expresamente sobre estos conceptos que: "Dado que el Saldo resultante es favorable al socio, el reembolso del mismo se hará en el plazo de cinco años, abonando una quinta parte cada año con el devengo del interés legal del dinero."

Antes de establecer la fecha de inicio del reembolso de las aportaciones y del cómputo de intereses hay que volver sobre los pasos seguidos por las partes en la tramitación de esta baja voluntaria desde su inicial solicitud. Y si bien es cierto el retraso por parte de la Cooperativa en la celebración de la Asamblea General que aprobó las cuentas correspondientes al ejercicio 2010/2011, con fecha 16 de junio de 2012, que eran las que afectaban a la liquidación de la actora, unido a la posterior elección como Árbitro de común acuerdo de las partes de D. XXXXX en el mes de septiembre de 2013 - no pudiendo actuar el mismo en el presente procedimiento por tratarse de un arbitraje en modalidad de Derecho -, lo que derivó en el nombramiento del Árbitro que suscribe por acuerdo de la Comisión de Arbitraje en fecha 08 de mayo de 2014.


Frente a dicho nombramiento, el representante de  la actora presentó incidente de recusación contra dicha designación arbitral, que fue resuelto en fecha 07 de noviembre de 2014 acordando su desestimación, lo que dio lugar al reanudación del procedimiento, hasta que tuvo lugar la celebración de la vista en fecha 16 de junio de 2015.

Como se ha podido comprobar tras este examen, el retraso en la tramitación y resolución de este procedimiento ha tenido varios sujetos activos, lo que ha dado lugar a una larga tramitación sufrida por todas las partes hasta su efectiva resolución. En base a dicha situación, este órgano arbitral hace suyos los argumentos establecidos en el Laudo dictado en el seno de este Consejo Regional en fecha 21 de noviembre de 2013, en relación con el procedimiento AR-33/2011, según el cual ni procedería fijar el "dies a quo" del cálculo de intereses a partir de la fecha del presente Laudo, ni tampoco lo sería hacerlo el día en que se solicitó la baja como socio de la Cooperativa, estableciendo una fecha de efectos distinta: 


"Lo más ajustado a derecho, atendiendo a todo lo indicado anteriormente, es fijar el 
inicio del cómputo de los intereses legales a partir del día en el que se 
interpuso la solicitud de arbitraje por la que se inició el presente procedimiento , 
haciendo coincidir el <dies a quo> con la fecha en que se produce esa intimación 
arbitral (postura mantenida por la Audiencia Provincial de La Coruña en su reciente 
sentencia de 12 de septiembre de 2013, la cual resuelve un recurso de Apelación 
interpuesto a su vez contra la sentencia del Juzgado de lo Mercantil Nº 1 de la Coruña 
de fecha 18 de marzo de 2013)."

Concluyendo así que la fecha de inicio para el cómputo de intereses legales sobre cada uno de los cinco plazos de que dispone la Cooperativa para reembolsar sus aportaciones obligatorias comienza desde el día 27 de junio de 2013, fecha en la que se presentó en el Registro competente la solicitud de arbitraje.

Respecto a la fecha de efectos de la liquidación de las aportaciones obligatorias, las partes se encuentran sujetas a la firmeza de la presente resolución arbitral, dado que cualquiera de ellas puede plantear acción de anulación contra ésta, sin perjuicio del devengo de los intereses correspondientes.

SÉPTIMO.-  Sobre las costas del procedimiento arbitral.
En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. A los efectos del Reglamento, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.
A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos procede dictar, en equidad, el siguiente

LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la estimación integra de la demanda de arbitraje de fecha veintisiete de junio de dos mil trece, interpuesta por don XXXXX como representante legal de la mercantil socia XXXXX., frente a la LIQUIDACIÓN de las aportaciones obligatorias de la misma, aprobada por resolución del Consejo Rector de fecha once de septiembre de dos mil doce, de la que resultaba  finalmente un crédito a favor de de la entidad demandante  por un importe final de  TREINTA Y DOS MIL OCHOCIENTOS CUARENTA Y CUATRO EUROS CON DIECINUEVE CÉNTIMOS DE EURO (32.844,19 €).

A juicio de este Árbitro no puede considerarse como ajustada a Derecho la deducción practicada por la Cooperativa por importe de 70.689,96 euros bajo el concepto "Deudas y obligaciones pendientes de pago", y dado que la cifra establecida como aportaciones obligatorias de la entidad socia ha sido admitida pacíficamente tanto por la Cooperativa como por ésta, la referida liquidación y reembolso se realizará por la cantidad íntegra de CIENTO TRES MIL QUINIENTOS TREINTA Y CUATRO EUROS CON QUINCE CÉNTIMOS DE EURO (103.534,15 €).

Finalmente, se acuerda declarar ajustados a Derecho los plazos y forma de pago fijados en la notificación liquidación respecto de las aportaciones sociales de la socia XXXXX los efectos de establecer la fecha de inicio para el cómputo de intereses legales sobre cada uno de los cinco plazos de que dispone la Cooperativa para reembolsar sus aportaciones obligatorias, el mismo dará comienzo desde el día 27 de junio de 2013, fecha en la que se presentó en el Registro competente la solicitud de arbitraje.

SEGUNDO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.


El presente Laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este Laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación, según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.


Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del presente Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

TERCERO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.

Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Cuenca, a diez de septiembre de dos mil quince.

Fdo.: Justo Juan Pliego Romero
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